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	Resumen

	El presente artículo analiza la viabilidad jurídica de la conciliación en el procedimiento expedito en casos de violencia intrafamiliar, a partir de la tensión existente entre la lógica autocompositiva de los mecanismos alternativos de solución de conflictos y el deber estatal de protección reforzada de la víctima. La investigación parte de la premisa de que la conciliación penal no opera de manera absoluta, sino que se encuentra condicionada por la transigibilidad del conflicto, la naturaleza de los bienes jurídicos afectados y la compatibilidad del acuerdo con las garantías constitucionales. Desde un enfoque cualitativo, mediante la revisión bibliográfica y la aplicación del método dogmático-jurídico, se examinan normas constitucionales, disposiciones del Código Orgánico Integral Penal, criterios jurisprudenciales de la Corte Nacional de Justicia y la doctrina especializada. En el estudio se argumenta que la violencia intrafamiliar no puede ser tratada como un conflicto privado disponible, debido a que compromete la integridad física, psicológica, moral y sexual de la víctima, así como su dignidad, seguridad y derecho a una vida libre de violencia, afectaciones que se perpetúan en ciclos de subordinación y dependencia. Se concluye que, la exclusión de la conciliación en estos casos no constituye una restricción arbitraria, sino una garantía orientada a evitar la revictimización, asegurar la reparación integral, que comprende restitución, compensación, rehabilitación y garantías de no repetición y por ende, fortalecer la respuesta estatal frente a relaciones marcadas por desigualdad material.
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	Abstract

	This article analyzes the legal viability of conciliation in the expedited procedure in cases of domestic violence, based on the existing tension between the self-compositional logic of alternative dispute resolution mechanisms and the state's duty of enhanced protection of the victim. The research is based on the premise that criminal conciliation does not operate absolutely, but is rather conditioned by the negotiability of the conflict, the nature of the affected legal rights, and the compatibility of the agreement with constitutional guarantees. From a qualitative approach, through bibliographic review and the application of the dogmatic-legal method, constitutional norms, provisions of the Comprehensive Organic Criminal Code, jurisprudential criteria of the National Court of Justice, and specialized doctrine are examined. The study argues that domestic violence cannot be treated as a private dispute available for settlement, because it compromises the physical, psychological, moral, and sexual integrity of the victim, as well as their dignity, security, and right to a life free of violence, impacts that are perpetuated in cycles of subordination and dependence. It concludes that the exclusion of conciliation in these cases does not constitute an arbitrary restriction, but rather a guarantee aimed at preventing revictimization, ensuring comprehensive reparation, which includes restitution, compensation, rehabilitation, and guarantees of non-repetition, and, therefore, strengthening the state response to relationships marked by material inequality.
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	Introducción

	La conciliación ha sido incorporada en el sistema jurídico como una vía de solución consensuada para determinados conflictos; sin embargo, su validez no depende solo de la utilidad práctica que pueda ofrecer, sino de la naturaleza del caso y de los derechos que se encuentran vulnerados. Esta precisión resulta especialmente importante cuando el análisis se traslada al ámbito de la violencia intrafamiliar, porque allí el conflicto no puede entenderse como un simple desacuerdo privado entre partes situadas en condiciones de igualdad.

	La violencia intrafamiliar ha sido reconocida como una de las violaciones más graves y persistentes de los derechos humanos, con efectos devastadores en la salud física, mental y social de las víctimas (Márquez et al., 2025). Este fenómeno, que trasciende fronteras y afecta a personas de todas las edades y condiciones sociales, encuentra su raíz en estructuras patriarcales que han naturalizado el ejercicio del poder y la violencia dentro del hogar (Morffi y Galiano, 2025). En este contexto, la familia, que debería ser el espacio de protección y desarrollo, se convierte paradójicamente en el escenario donde se reproducen dinámicas de subordinación y maltrato (Márquez et al., 2025).

	En estos casos, la discusión jurídica no gira únicamente en torno a la posibilidad formal de alcanzar un acuerdo. Lo verdaderamente relevante es determinar si ese acuerdo puede ser admitido sin debilitar la protección de la víctima y sin desconocer el deber estatal de intervenir frente a una situación marcada por violencia, subordinación y riesgo. Desde esa perspectiva, la conciliación deja de ser un mecanismo neutro y pasa a ser una figura que debe examinarse con mayor rigor.

	La Constitución de la República del Ecuador (2008) reconoce un régimen de protección especial para las víctimas de violencia, con garantías de atención prioritaria, no revictimización y procedimientos específicos para el juzgamiento de esta materia. Por ello, la respuesta judicial no puede construirse desde una lógica puramente privatista, sino desde una visión que coloque en el centro la dignidad, la seguridad y la integridad de la persona afectada, previsto así en los artículos 35, 78 y 81). 

	En concordancia con el mandato constitucional, el Código Orgánico Integral Penal (2014) tipifica la violencia intrafamiliar como infracción penal y establece mecanismos procesales para su juzgamiento, incluyendo el procedimiento expedito (Inca et al., 2023). Este procedimiento, regulado en el artículo 643 del Código Orgánico Integral Penal (2014), responde al mandato constitucional de celeridad y especialidad en el tratamiento de estos casos, buscando evitar la revictimización y garantizar una respuesta estatal oportuna (Inca et al., 2023).

	En esa línea, la tensión central del presente estudio se ubica entre la lógica autocompositiva de la conciliación y la obligación estatal de ofrecer una tutela efectiva frente a la violencia intrafamiliar. Aunque los mecanismos alternativos pueden tener sentido en conflictos disponibles, su aplicación se vuelve problemática cuando existen relaciones asimétricas de poder, afectación de derechos fundamentales y una alta posibilidad de revictimización. Por eso, la cuestión no consiste solo en preguntar si la conciliación está prevista en el procedimiento expedito, sino en establecer si su admisión sería compatible con la finalidad protectora que justifica la intervención judicial.

	La doctrina ha señalado que la violencia intrafamiliar es un fenómeno multifacético que abarca diversas formas de maltrato (físico, psicológico, sexual, económico y patrimonial) y afecta de manera desproporcionada a los miembros más vulnerables del núcleo familiar (Morffi y Galiano, 2025). Esta complejidad hace que la respuesta jurídica no pueda limitarse a la sanción del agresor, sino que deba incluir mecanismos de prevención, protección y reparación integral que consideren las particularidades de cada caso (Enríquez, 2024). En este sentido, la reparación integral, consagrada en el artículo 78 del Código Orgánico Integral Penal (2014), comprende medidas de restitución, rehabilitación, indemnización y garantías de no repetición, las cuales no pueden ser sustituidas por un acuerdo conciliatorio entre víctima y agresor (Enríquez, 2024).

	La jurisprudencia nacional ya ha dado una orientación relevante sobre este punto. La Corte Nacional de Justicia (2016) precisó, en la Resolución No. 01-2016, que la conciliación dentro del procedimiento expedito es posible salvo en los casos de violencia contra la mujer o miembros del núcleo familiar. Más adelante, la Resolución No. 10-2020 (Corte Nacional de Justicia, 2020), reforzó la necesidad de un trámite unificado, especial y expedito para estas causas, lo que confirma que no se trata de un conflicto regido por libre disponibilidad, sino de una materia sometida a tutela reforzada y a control jurisdiccional efectivo. Este criterio jurisprudencial se alinea con el estándar interamericano de debida diligencia con perspectiva de género, que exige a los Estados adoptar medidas efectivas para prevenir, investigar y sancionar la violencia contra las mujeres, garantizando así su acceso a la justicia en condiciones de igualdad (Machado y Castillo, 2025).

	A pesar de los avances normativos, persisten desafíos significativos en la implementación de la tutela judicial efectiva para las víctimas de violencia intrafamiliar en Ecuador. La falta de recursos, la insuficiente capacitación de los operadores judiciales y las barreras culturales limitan el acceso a una justicia pronta y efectiva (Machado y Castillo, 2025). En este contexto, la exclusión de la conciliación no debe entenderse como una restricción arbitraria, sino como una garantía orientada a preservar la protección integral de la víctima y a asegurar que la respuesta estatal no dependa de la capacidad de la víctima para negociar en condiciones de desigualdad.

	Frente a los cuestionamientos al sistema penal tradicional, algunos autores han explorado la viabilidad de mecanismos alternativos para abordar las contravenciones por violencia intrafamiliar. Tal es el caso de García (2024) quien sostiene que, en un contexto donde los casos de violencia se incrementaron significativamente durante el confinamiento por la pandemia, la mediación podría ofrecer una solución más eficaz que la justicia ordinaria, al fomentar la comunicación entre las partes y buscar la restauración del vínculo familiar. 

	En esta misma línea, Buñay et al. (2024) analizan modelos internacionales de mediación y su posible aplicación en Ecuador, advirtiendo que, si bien en países como Canadá y Noruega se ha implementado bajo condiciones estrictas para proteger a las víctimas, en el contexto ecuatoriano cualquier propuesta debe centrarse en garantizar la seguridad y los derechos de las víctimas, evitando su revictimización y asegurando un enfoque basado en derechos humanos y equidad de género. No obstante, la implementación del procedimiento expedito ha generado serias preocupaciones en la doctrina. Autores como Sánchez et al. (2022) han analizado la constitucionalidad de este procedimiento, señalando que, si bien responde al mandato constitucional de celeridad, su aplicación debe ser cuidadosamente examinada para garantizar el respeto a los derechos fundamentales y a la tutela judicial efectiva. 

	En una línea más específica, Taipe y Villalva (2025) señalan que la regulación del artículo 643, numeral 15 del Código Orgánico Integral Penal (2014), al no exigir la comparecencia obligatoria de los peritos en la audiencia, restringe la posibilidad de contradicción y vulnera principios fundamentales como la inmediación. De manera complementaria, Dávila y Flores (2024) identifican que la regla sexta del nuevo procedimiento, al impedir que ciertas denuncias sean calificadas como maliciosas, genera un estado de indefensión para quienes son víctimas de denuncias falsas o simuladas, lo que evidencia una regulación deficiente y una confusión dogmática con la figura de la temeridad.

	A partir de todo lo antes expuesto, este artículo tiene por objetivo analizar la viabilidad jurídica de la conciliación en el procedimiento expedito en casos de violencia intrafamiliar, con el fin de determinar si su admisión o exclusión resulta compatible con la protección integral de la víctima y con los deberes estatales de prevención, sanción y reparación. La investigación parte de la idea de que la violencia intrafamiliar no puede ser tratada como un conflicto privado disponible, sino como una materia que exige una respuesta judicial diligente, especializada y respetuosa de los derechos fundamentales.

	Metodología

	El presente artículo científico se desarrolla bajo un enfoque cualitativo, debido a que su finalidad consiste en interpretar jurídicamente el alcance de las normas, principios constitucionales, criterios jurisprudenciales y categorías procesales vinculadas con la conciliación en el contexto de la violencia intrafamiliar. Este enfoque resulta pertinente para la investigación jurídica, puesto que permite examinar el contenido, sentido y límites de las instituciones normativas a partir de una lectura crítica del ordenamiento jurídico. En tal sentido, la investigación cualitativa permite comprender fenómenos jurídicos complejos desde su dimensión normativa, doctrinal y jurisprudencial, especialmente cuando se analizan derechos fundamentales, garantías procesales y restricciones al uso de mecanismos alternativos de solución de conflictos (Hernández et al., 2023).

	El tipo de investigación es jurídico documental, de carácter descriptivo, analítico y explicativo. Es documental porque se sustenta en el estudio de fuentes normativas, doctrinales y jurisprudenciales relacionadas con la conciliación, la tutela judicial efectiva, la protección de víctimas y la violencia intrafamiliar. Es descriptiva en cuanto identifica el tratamiento jurídico que el ordenamiento otorga a la conciliación y a sus límites en materia penal y familiar. Sin embargo, no se limita a una exposición normativa, sino que asume un carácter analítico y explicativo, porque examina las razones jurídicas que justifican la exclusión de la conciliación en determinados casos de violencia intrafamiliar, atendiendo a la naturaleza de los derechos comprometidos, la situación de vulnerabilidad de la víctima y el deber reforzado de protección de parte del Estado.

	Como método principal se emplea el método dogmático jurídico, en tanto permite estudiar la coherencia interna del ordenamiento jurídico a partir de la relación entre normas constitucionales, disposiciones penales, reglas procesales y principios de protección de derechos. Este método resulta indispensable para determinar si la improcedencia de la conciliación en casos de violencia intrafamiliar constituye una restricción arbitraria al acceso a mecanismos alternativos de solución de conflictos o, por el contrario, una consecuencia necesaria del modelo constitucional de tutela judicial efectiva y protección reforzada de las víctimas. Desde esta perspectiva, la investigación analiza la conciliación no como una institución procesal aislada, sino como una figura cuyo ejercicio debe ser compatible con los derechos fundamentales y con los límites impuestos por el orden público (Machado y Castillo, 2025).

	De manera complementaria, se aplica el método analítico, mediante el cual se descomponen los elementos jurídicos que intervienen en el problema de investigación, por la naturaleza de la conciliación, sus presupuestos de procedencia, la disponibilidad de los derechos involucrados, la situación de desigualdad entre víctima y agresor, y la función protectora del proceso judicial en contextos de violencia intrafamiliar. Este método permite evidenciar que la conciliación no puede ser valorada únicamente desde la autonomía de la voluntad, pues en escenarios de violencia existe una relación asimétrica que puede afectar la libertad real de decisión de la víctima (Morffi y Galiano, 2025). Por ello, el análisis se orienta a determinar si la exclusión de la conciliación responde a una limitación justificada por razones de protección, prevención y garantía de derechos.

	Asimismo, se utiliza el método exegético, dirigido a interpretar el contenido literal y técnico de las disposiciones jurídicas aplicables, especialmente aquellas que regulan la conciliación, la violencia intrafamiliar, la tutela judicial efectiva y los derechos de las víctimas. No obstante, la investigación no se agota en una lectura literal de las normas, sino que incorpora también el método sistemático, con el propósito de relacionar dichas disposiciones con el conjunto del ordenamiento constitucional y penal (Inca et al., 2023). Esta lectura sistemática permite comprender que la conciliación, aunque constituye un mecanismo legítimo de solución de conflictos en determinadas materias, encuentra límites cuando su aplicación puede comprometer derechos indisponibles, reproducir dinámicas de violencia o debilitar el deber estatal de protección.

	El análisis hermenéutico se empleó para interpretar las disposiciones constitucionales, penales y procesales aplicables a la conciliación y a la violencia intrafamiliar, particularmente aquellas contenidas en la Carta Magna (2008) y en el Código Orgánico Integral Penal (2014). El análisis doctrinal permitió incorporar criterios académicos sobre la naturaleza de la conciliación, los límites de la autonomía de la voluntad, la tutela judicial efectiva y la protección de personas en situación de vulnerabilidad. Finalmente, el análisis jurisprudencial se orientó a examinar criterios emitidos por órganos jurisdiccionales respecto de la protección reforzada de las víctimas, la debida diligencia estatal y la necesidad de evitar respuestas jurídicas que puedan generar impunidad o revictimización.

	Desarrollo

	El derecho de acceso a la justicia con perspectiva de género como estándar interamericano

	El acceso a la justicia es un derecho complejo que no se agota en la posibilidad formal de acudir a un órgano jurisdiccional. En el Sistema Interamericano de Derechos Humanos, este derecho ha sido construido como una garantía material, pues implica que los mecanismos judiciales disponibles sean efectivamente capaces de producir protección real para quienes los activan. La perspectiva de género, como criterio interpretativo de este derecho, exige que los operadores judiciales identifiquen los condicionantes estructurales que afectan la capacidad de decisión de las víctimas (Corte Interamericana de Derechos Humanos, 2009).

	Determinados investigadores como Rosas y Ayala (2024) sostienen que esta exigencia convierte el análisis contextual en una obligación constitucional y no en una facultad discrecional del juzgador, pues las circunstancias situacionales, como el nivel socioeconómico, la ubicación geográfica, el analfabetismo o los roles tradicionales de género, actúan como barreras que limitan el ejercicio del derecho de acceso a la justicia en condiciones de igualdad.

	La Corte Interamericana de Derechos Humanos ha establecido que el acceso a la justicia de las mujeres y miembros del núcleo familiar víctimas de violencia incluye el derecho a ser escuchadas sin estereotipos de género ni revictimización. Además, contiene el derecho a que las autoridades actúen con debida diligencia, y el derecho a no ser expuestos a mecanismos que reproduzcan la subordinación que caracteriza la relación de violencia. En el caso González y otras vs. México, la Corte Interamericana de Derechos Humanos (2009) sistematizó el estándar de debida diligencia con perspectiva de género, señalando que la respuesta estatal frente a la violencia contra las mujeres debe ser seria, eficaz y libre de dilaciones injustificadas. Este estándar no es solo una exigencia de rapidez, es una exigencia de calidad en la intervención judicial.

	La Convención de Belém do Pará (Organización de los Estados Americanos, 1994), complementa y refrenda en su artículo 7 literal f, este estándar al obligar a los Estados a establecer procedimientos legales justos y eficaces para las mujeres víctimas de violencia, incluyendo medidas de protección, un juicio oportuno y el acceso efectivo a tales procedimientos. Un procedimiento que derive el conflicto hacia una negociación privada entre víctima y agresor no cumple con este mandato, porque no produce protección real ni garantiza igualdad material en el proceso. Por lo que Machado y Castillo (2025) señalan que la tutela judicial efectiva, consagrada en el artículo 75 de la Constitución de la República del Ecuador (2008), garantiza el acceso gratuito a la justicia y a una protección efectiva, imparcial y expedita de los derechos e intereses, lo que implica que el Estado debe crear las condiciones materiales, institucionales y procesales para asegurar el acceso a la justicia de quienes requieran activarla ante la vulneración de sus derechos.

	En resumidas cuentas, los Estados incurren en responsabilidad internacional cuando sus sistemas judiciales aplican mecanismos que, en la práctica, resultan incompatibles con la protección efectiva de las mujeres víctimas de violencia, aun cuando esos mecanismos sean formalmente neutrales. Esta precisión es especialmente relevante para el análisis de la conciliación, porque su improcedencia no deriva únicamente de una prohibición expresa, sino de la incompatibilidad estructural del mecanismo con el estándar de acceso a la justicia con perspectiva de género.

	La posición jurídica de la víctima en el procedimiento expedito ecuatoriano

	El ordenamiento jurídico ecuatoriano ha transitado, en las últimas décadas, desde una concepción de la víctima como sujeto pasivo del delito hacia su reconocimiento como titular activa de derechos dentro del proceso penal. Este tránsito tiene consecuencias directas sobre el diseño del procedimiento expedito por violencia intrafamiliar. La Constitución de la República del Ecuador (2008) reconoce a las víctimas un conjunto de derechos de naturaleza procesal y sustantiva: atención prioritaria, acceso gratuito a la justicia, asistencia especializada, protección, no revictimización y reparación integral. Estos derechos no son declaraciones programáticas; son garantías exigibles que el aparato judicial debe hacer efectivas en cada actuación procesal.

	El artículo 81 de la Constitución de la República del Ecuador (2008), va más allá y ordena al legislador establecer procedimientos especiales y expeditos para el juzgamiento de los delitos de violencia intrafamiliar. Esta disposición no solo crea una obligación de celeridad, sino una obligación de especialidad sustantiva y el procedimiento debe estar diseñado para proteger efectivamente a la víctima, valorar su situación de vulnerabilidad y evitar que el proceso se convierta en un espacio de revictimización. 

	En este orden de ideas, Inca et al. (2023) señalan que el procedimiento expedito para la contravención contra la mujer o miembros del núcleo familiar expresa el desarrollo de este mandato constitucional, buscando una mejor protección de los derechos de las víctimas y una pronta justicia que asegure la actuación inmediata contra la persona presuntamente responsable de la infracción. No obstante, Inca et al. (2023) advierten que, en relación con la persona presuntamente infractora, se constata una reducción considerable de los derechos y garantías reconocidas en los instrumentos internacionales de derechos humanos, la Constitución de la República del Ecuador (2008) y el propio Código Orgánico Integral Penal (2014), lo que coloca al procesado en una situación desfavorable en cuanto a las posibilidades de demostrar su estado de inocencia.

	En otro orden de ideas, Morffi y Galiano (2025) sostienen que la tutela judicial efectiva de las víctimas de violencia intrafamiliar exige del juzgador un rol activo, pues no puede limitarse a administrar el debate procesal, sino que debe identificar el riesgo, valorar el contexto de la relación de violencia y adoptar medidas adecuadas para garantizar la seguridad de la persona afectada durante y después del proceso. Por lo que, Morffi y Galiano (2025) destacan que la violencia intrafamiliar en Ecuador se encuentra tipificada en el artículo 155 del Código Orgánico Integral Penal (2014), como toda acción que consista en maltrato físico, psicológico o sexual ejecutado por un integrante de la familia en contra de la mujer o demás miembros del núcleo familiar.

	El Código Orgánico Integral Penal (2014), desarrolla este mandato mediante un conjunto de reglas procesales específicas; en el artículo 642 se permite que la audiencia continúe incluso si la víctima no comparece, siempre que cuente con defensa técnica, porque su ausencia puede responder a miedo, presión o dependencia. El artículo 558 en su numeral 1, del Código Orgánico Integral Penal (2014), establece medidas de protección que el juez puede dictar para neutralizar el riesgo de nuevas agresiones. Estas reglas diseñan un procedimiento en el que la víctima es reconocida como sujeto de derechos en situación de vulnerabilidad, y no como parte en igualdad formal con el agresor.

	Este reconocimiento normativo tiene una consecuencia lógica, si la víctima es titular de un derecho de acceso a la justicia en condiciones de igualdad material, entonces los mecanismos procesales que neutralicen ese derecho —trasladando a la víctima la carga de negociar con quien la agredió— resultan incompatibles con el modelo constitucional. La conciliación, en este contexto, no es solo formalmente improcedente; es materialmente incompatible con la posición jurídica que el ordenamiento reconoce a la víctima.

	Incompatibilidad estructural entre la conciliación y el estándar de acceso a la justicia con perspectiva de género

	La conciliación, como mecanismo autocompositivo, presupone condiciones mínimas de igualdad entre quienes participan en el acuerdo: información suficiente, libertad de decisión y ausencia de coacción. Cuando estas condiciones no se cumplen, el acuerdo que resulta no refleja una solución consensuada sino una formalización de la asimetría preexistente. En los contextos de violencia intrafamiliar, esas condiciones mínimas se encuentran estructuralmente ausentes. Sostienen Morffi y Galiano (2025) que las relaciones de violencia se caracterizan por miedo, intimidación, dependencia económica y ciclos de reconciliación forzada, factores que condicionan la capacidad real de decisión de la víctima. Por ello, la manifestación formal de voluntad no puede ser interpretada automáticamente como expresión de libertad material.

	Por otra parte, Márquez et al. (2025), a partir de una revisión sistemática de la evidencia científica, han identificado la victimización secundaria como el conjunto de daños adicionales que el sistema de justicia puede infligir a las víctimas mediante prácticas procesales inadecuadas. La exposición de la víctima a su agresor dentro de un espacio institucional de negociación es, precisamente, una de esas prácticas que reproduce la dinámica de control y subordinación que caracteriza la relación de violencia y puede generar nuevas formas de daño psicológico. Por lo que Márquez et al. (2025), destacan que factores como haber vivido violencia en la infancia o el aislamiento social, son predictores significativos de la perpetuación de la violencia, lo que evidencia que el ciclo de violencia no se rompe con una negociación formal entre víctima y agresor.

	Desde la perspectiva del estándar interamericano, la incompatibilidad de la conciliación con el derecho de acceso a la justicia de la víctima se evidencia en tres dimensiones. En primer lugar, la conciliación traslada a la víctima la carga de resolver un conflicto que el Estado tiene obligación de investigar y sancionar, vaciando de contenido el deber de debida diligencia. En segundo lugar, al operar en condiciones de asimetría de poder, puede producir acuerdos que no garantizan protección, reparación ni garantías de no repetición. En tercer lugar, tolerar la conciliación en estos casos envía un mensaje institucional de que la violencia intrafamiliar es un conflicto privado negociable, contrario al mandato previsto en la Convención de Belém do Pará (Organización de los Estados Americanos, 1994).

	En tal sentido, Núñez et al. (2023) han señalado que los mecanismos de justicia restaurativa tienen función legítima únicamente cuando las partes se encuentran en posición de igualdad sustantiva. En ausencia de esa igualdad, aplicar mecanismos consensuales produce el efecto contrario al perseguido, se consolida la impunidad y se refuerzan las condiciones estructurales que generaron la violencia, especialmente en el contexto del procedimiento expedito ecuatoriano por violencia contra la mujer. La prohibición contenida en el artículo 663 del Código Orgánico Integral Penal (2014), no es, entonces, una excepción al régimen general de los mecanismos alternativos. Es la consecuencia necesaria del reconocimiento de que la violencia intrafamiliar no pertenece al ámbito de los conflictos disponibles y de que la víctima tiene un derecho de acceso a la justicia que no puede ser sustituido por una negociación con su agresor.

	La exclusión de la conciliación como garantía de protección integral

	La exclusión de la conciliación en los casos de violencia intrafamiliar no debe leerse como una simple prohibición procesal, sino como una garantía orientada a preservar la protección integral de la víctima; si el procedimiento expedito existe para dar una respuesta rápida y eficaz, esa rapidez no puede terminar convirtiéndose en un camino para trasladar el conflicto a una negociación privada cuando lo que está en juego es la seguridad, la dignidad y la integridad de una persona. Los estudios de Machado y Castillo (2025) enfatizan que la violencia contra la mujer es una de las violaciones más extendidas y persistentes de los derechos humanos, y que la tutela judicial efectiva exige que los operadores judiciales actúen con celeridad, pero también con especialización y sensibilidad de género.

	En este tipo de casos, el problema no se reduce a determinar si las partes están dispuestas a llegar a un acuerdo, porque la sola manifestación de voluntad no basta para afirmar que existe una verdadera libertad de decisión; muchas veces la víctima se encuentra en un contexto de miedo, dependencia económica, presión emocional o subordinación, de modo que la conciliación, en lugar de resolver el conflicto, puede reproducir dentro del proceso las mismas condiciones de desigualdad que dieron origen a la violencia. Por su parte, Márquez et al. (2025) confirman que las consecuencias de la violencia son profundas y se extienden en el tiempo, afectando la salud mental y física de las víctimas, por lo que una salida negociada apresurada no garantiza la recuperación integral.

	Por eso, la improcedencia de la conciliación cumple una función claramente garantista, ya que evita que la víctima asuma la carga de negociar con quien ha ejercido violencia en su contra y, al mismo tiempo, impide que el proceso termine con una salida solo aparente; en esta materia, la respuesta judicial no puede agotarse en cerrar rápido el caso, sino que debe ofrecer control de legalidad, valoración del riesgo y medidas compatibles con la no revictimización. Por lo que, Enríquez (2024) ha precisado que la reparación integral en Ecuador incluye modalidades de restitución, compensación, rehabilitación y garantías de no repetición que no pueden ser sustituidas por un acuerdo conciliatorio entre víctima y agresor, pues ello desnaturalizaría el deber estatal de garantizar una tutela efectiva y completa.

	La Corte Nacional de Justicia (2016) en la Resolución No. 01-2016, ya ha precisado que, dentro del procedimiento expedito, la conciliación es posible salvo en los casos de violencia contra la mujer o miembros del núcleo familiar. Ese criterio no representa una excepción meramente formal, sino una definición jurídica sobre la naturaleza del conflicto, pues reconoce que no se trata de una materia disponible en la que las partes puedan decidir libremente la forma de terminación del proceso. 

	A lo anterior se añade que la exclusión de la conciliación también resguarda la función pública del proceso penal, porque el Estado no interviene aquí para administrar un desacuerdo doméstico, sino para prevenir nuevos hechos de violencia, proteger a la víctima y asegurar una respuesta institucional acorde con la gravedad del caso. Si la continuidad o cierre del procedimiento dependiera de un acuerdo entre víctima y agresor, el peso de la decisión dejaría de estar en el control judicial y pasaría a una esfera de negociación que, en este contexto, difícilmente puede considerarse equilibrada.

	Vista así, la improcedencia de la conciliación no contradice la lógica del procedimiento expedito, sino que la hace coherente con su finalidad constitucional; la celeridad solo tiene sentido cuando fortalece la protección y evita mayores riesgos, no cuando facilita una clausura prematura del conflicto. De ahí que la exclusión opere como una garantía de protección integral, porque preserva la intervención judicial, evita la revictimización y asegura que la respuesta del Estado no dependa de la capacidad de la víctima para resistir presiones o negociar en condiciones desiguales (Constitución de la República del Ecuador, 2008; Corte Nacional de Justicia, 2020, Resolución No. 10-2020; Machado y Castillo, 2025).

	Conclusiones

	Se concluye que la improcedencia de la conciliación en el procedimiento expedito por violencia intrafamiliar tiene un fundamento que trasciende la norma prohibitiva prevista en el artículo 663 del Código Orgánico Integral Penal. Desde la perspectiva de la víctima como sujeto de derechos, la exclusión de la conciliación es una exigencia del derecho de acceso a la justicia en condiciones de igualdad material, reconocido constitucionalmente e integrado al bloque de convencionalidad a través de la Convención de Belém do Pará y la jurisprudencia interamericana. Las circunstancias situacionales que afectan a las mujeres víctimas de violencia, constituyen barreras estructurales que limitan su capacidad de ejercer el derecho de acceso a la justicia en condiciones de igualdad.

	La conciliación es estructuralmente incompatible con el estándar interamericano de acceso a la justicia con perspectiva de género porque presupone condiciones de igualdad que la violencia intrafamiliar destruye. Aplicar este mecanismo en contextos de asimetría de poder, miedo y dependencia económica no produce justicia consensuada; formaliza la subordinación preexistente y puede generar nuevas formas de victimización secundaria. La evidencia científica confirma que los factores de riesgo asociados a la violencia de género, como la exposición a la violencia en la infancia y el aislamiento social, perpetúan ciclos de violencia que no pueden interrumpirse mediante una negociación formal entre víctima y agresor.

	El juzgador en el procedimiento expedito tiene obligaciones procesales concretas y exigibles, como conducir la audiencia con perspectiva de género, valorar el contexto de la relación de violencia, impedir la victimización secundaria, garantizar la reparación integral y controlar con diligencia las medidas de protección. El cumplimiento efectivo de estas obligaciones es la condición que convierte la prohibición formal de la conciliación en una garantía material de protección real para la víctima. La reparación integral, que comprende restitución, compensación, rehabilitación y garantías de no repetición, no puede ser sustituida por un acuerdo conciliatorio entre víctima y agresor, pues ello desnaturalizaría el deber estatal de garantizar una tutela efectiva y completa.

	En este contexto, los mecanismos de justicia restaurativa solo tienen función legítima cuando las partes se encuentran en posición de igualdad sustantiva; en ausencia de esa igualdad, aplicar mecanismos consensuales produce el efecto contrario al perseguido, pues se consolida la impunidad y se refuerzan las condiciones estructurales que generaron la violencia. Por ello, la exclusión de la conciliación en casos de violencia intrafamiliar no responde a una restricción arbitraria, sino a la necesidad de impedir que una relación marcada por la desigualdad sea trasladada a un espacio de negociación en el que esa misma condición pueda mantenerse.

	La prohibición legal puede ser el punto de partida del análisis, pero no puede ser su punto de llegada. El sistema de justicia está llamado a construir, sobre esa prohibición, un procedimiento expedito que sea cualitativamente distinto del ordinario, que sea especializado, sensible al género, orientado a la protección efectiva y consciente de que la celeridad solo es constitucionalmente legítima cuando se articula con la tutela judicial efectiva de los derechos de la víctima. La violencia intrafamiliar, como fenómeno multifacético que afecta desproporcionadamente a los miembros más vulnerables del núcleo familiar, exige una respuesta estatal integral que combine prevención, sanción, protección y reparación, sin que ninguna de estas dimensiones pueda ser sustituida por una negociación privada entre víctima y agresor.
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